PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES

LA H. CAMARA DE DIPUTADOS

 DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

R E S U E L V E



Dirigirse al Poder Ejecutivo provincial para que, a través del Ministerio de Seguridad, se sirva informar a este Cuerpo las siguientes cuestiones relacionadas con el operativo policial realizado en la puerta del Relleno Sanitario de la CEAMSE en la Diagonal 74 y arroyo “El Gato” de Ensenada, donde se encontraban vecinos y representantes de organizaciones no gubernamentales, manifestándose pacíficamente, a saber:

1.- Si existió orden de autoridad competente a los efectos de realizar el desalojo forzado de las personas que se manifestaban en el mencionado lugar. En caso afirmativo remita copia de la misma, fundamentos jurídicos, indique la UFI interviniente y carácter de la misma.

2.- Si se ha realizado informe alguno a raíz las declaraciones realizadas por el  Sr. Jefe de la Policía Distrital de Ensenada, Juan Ibarra, sobre presuntas investigaciones para la identificación de las personas que participaban de dicha manifestación pacífica. En caso afirmativo indique la autoridad competente que ordena las investigaciones sobre la identidad de las personas que se manifestaban y los fundamentos de dicha orden.

3.- Si se ha informado del procedimiento de desalojo realizado por la Policía, características del mismo,  personal policial afectado, medios utilizados y otros datos de interés.  
4.- Si se han constatado denuncias de abuso de autoridad contra la policía que intervino en el desalojo. En caso afirmativo remita copia de las mismas. 
5.- Cualquier otra cuestión que considere de interés para el tema en tratamiento. 

F U N D A M E N T O S

       Según la denuncia realizada por los manifestantes que se encontraban en la puerta del Relleno Sanitario de la CEAMSE de Ensenada, peticionando una audiencia con los funcionarios responsables en materia ambiental, aparecidas en distintos medios gráficos, radiales y televisivos, la intervención policial se habría realizado sin la debida orden de autoridad competente. Agravando aún más la situación el hecho de que según declaraciones del Jefe de la Policía Distrital de Ensenada, los manifestantes estarían siendo investigados a los efectos de ser identificados. 

       En primer lugar, es indispensable que dentro del estado de derecho, la policía actúe, frente a distintos tipos de manifestaciones pacificas que se realizan en el territorio de la Provincia, con una orden por escrito de un fiscal o juez con jurisdicción en ese ámbito. El Poder Ejecutivo (PE) no puede permitir el avasallamiento de las garantías constitucionales por parte de personal policial, sin importar el grado que detenten, ya que la comunidad en su conjunto quedaría a merced del criterio de una institución que no tiene esa facultad, salvo infraganti delito. Si el PE deja librado a la decisión de la Policía de intervenir en las manifestaciones de los ciudadanos porque a criterio de estos se estaría infringiendo una ley, los abusos a cometerse y los conflictos sociales a desarrollarse con consecuencias graves de violaciones a los derechos y garantias constitucionales, serían irreparables. El Estado de Derecho, que surge del orden jurídico imperante, no permite que la policía reprima las manifestaciones de los ciudadanos, organizaciones políticas, sindicales, sociales, etc. por decisión propia de la policía, más aún en este caso en donde la intervención de un funcionario político del PE, hubiera descomprimido la situación conflictiva.

       En segundo lugar, ningún miembro de la policía puede investigar por decisión propia a ningún ciudadano, ni sobre su actividad social, identidad, pertenencia política, etc., sin una orden de un fiscal o juez, basada en indicios ciertos de la comisión de un delito. Si estas investigaciones son permitidas  por el Ministerio de Seguridad, se estaría atentando contra todas las garantías constitucionales, que permiten el desarrollo democrático de una sociedad dentro del Estado de Derecho. Todos aquellos funcionarios policiales o de fuerzas de seguridad que se tomen atribuciones investigativas sin las ordenes de autoridades competentes estarían excediendo sus facultades de manera abusiva. 
       Teniendo en cuenta que las garantias constitucionales son la columna vertebral para el desarrollo de las libertades individuales y la convivencia democrática, es importante poner el mayor de los recaudos en la utilización de la fuerza pública, frente a los reclamos sociales. Asimismo, este actual Poder Legislativo ha demostrado ser un celoso custodio de los derechos humanos y es por ello que ha legislado en ese sentido normas de carácter protectivo de los mismos. Un ejemplo concreto es la Ley 13.482 (LEY DE UNIFICACION DE LAS NORMAS DE ORGANIZACION DE LAS POLICIAS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES) donde en sus artículos 11, 12 y concordantes expresa claramente la prohibición de realizar tareas investigativas, reuniones o análisis de ningún ciudadano o grupo de ciudadanos.

       Es importante señalar que el derecho de peticionar ante las autoridades y manifestarse para solicitar ser escuchados en cuestiones tan importantes como son la contaminación ambiental y la salud pública no pueden ser atropelladas por una decisión unilateral de ninguna fuerza de seguridad o policial. 
       Por todo lo dicho hasta aquí, y en el convencimiento del irrestricto apoyo de esta Cámara al respeto de las garantias constitucionales, es que solicito a mis pares, acompañen la presente iniciativa legislativa.

